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IPN 59/11 ANTEPROYECTO DE LEY DE CONTRATO DE SEGURO
El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, en su reunión de 22 de junio de 2011, ha aprobado el presente informe, relativo al Anteproyecto de Ley de Contrato de Seguro, en el que analiza las implicaciones del mismo desde el punto de vista de la competencia efectiva en los mercados.

La solicitud de informe tuvo entrada en esta Comisión el pasado 1 de junio de 2011. La documentación remitida consiste exclusivamente en una versión del mencionado Borrador de Proyecto de Ley, sin adjuntarse la Memoria de Análisis de Impacto Normativo.
El presente informe se adopta en ejercicio de las competencias consultivas en relación con proyectos y proposiciones de normas que afecten a la competencia, que le atribuye el artículo 25.a) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.
I. ANTECEDENTES

Los contratos de seguros cubren, mediante el pago de una prima por parte del asegurado, la aparición con mayor o menor probabilidad de determinados riesgos. 
La importancia económica de este sector en el ámbito español queda manifiesta en el informe “Seguros y fondos de pensiones 2010” del Ministerio de Economía y Hacienda
,  en el que se afirma que el mercado español en 2010 obtuvo un volumen de primas devengadas brutas de 58.373 millones de euros. Asimismo, de acuerdo con este informe, frente a las 294 entidades inscritas en el Registro Administrativo de Entidades Aseguradoras en el ejercicio 2009, a finales de 2010 el número había descendido a 287, de las cuales 285 eran entidades de seguro directo y las otras dos de reaseguro.
La importancia de esta figura de contratación también se pone de manifiesto en los diferentes desarrollos legislativos que se han realizado sobre la materia. La Ley 50/1980 de 8 de octubre de Contrato de Seguro, actualmente vigente, se erige como la normativa básica en la que se regulan las características fundamentales de los contratos de seguros, sin perjuicio de otras regulaciones específicas como el seguro marítimo, el de automóvil, o el de riesgos extraordinarios.
Pese a todas las adaptaciones que ha experimentado dicha norma tras su entrada en vigor, debe modificarse la actual regulación, ya que no recoge determinadas prácticas o figuras muy desarrolladas en la actualidad, como los contratos celebrados a distancia por Internet o medios electrónicos, o modalidades como el seguro de decesos. 

El Anteproyecto de Ley (APL) objeto de informe constituye la última de las acciones legislativas en el sector, y su propósito es simplificar y actualizar la normativa vigente, adaptando conceptos a la realidad actual del sector, y eliminando artículos o expresiones que carecen de vigencia en la actualidad. 
Entre otras novedades, y sin perjuicio de la legislación existente en materia de defensa de los consumidores, el APL tiene la vocación de otorgar una mayor información y protección a los usuarios de los contratos de seguros, a través de la definición de conceptos como la información precontractual a entregar al asegurado, o de la obligación de respuesta motivada de indemnización. 

Además, el APL incluye el régimen jurídico de nuevas ramas, como los seguros de decesos y dependencia, nuevas vías de celebración de los contratos como las telemáticas, o la incorporación de intereses de demora en el caso de que no tenga lugar o se retrase la reparación del daño o la indemnización por parte del asegurador.
II. CONTENIDO
El APL objeto de análisis regula el contrato de seguro y sus principales características a lo largo de noventa y ocho artículos estructurados en tres Títulos, una disposición adicional única, una disposición derogatoria, tres disposiciones finales y un anexo. 
El Título I, Disposiciones Generales, se divide a su vez en cinco Capítulos. En el primero de los mismos, se define el concepto de contrato de seguro, el ámbito de aplicación de la Ley, sus límites y coberturas. El capítulo II, se refiere a los “Elementos personales, documentación del contrato y deber de declaración del riesgo” en el que se recogen entre otros, la definición del tomador del seguro y del asegurador, el contenido de la póliza del contrato, y los supuestos de agravación del riesgo. El Capítulo III de este Título se centra en los deberes y obligaciones de las partes, como son el del pago de la prima, la comunicación del siniestro, los pagos indemnizatorios y la nueva figura de los intereses moratorios. El Capítulo IV se refiere a la duración y prescripción del contrato y el último capitulo a la figura del coaseguro.
El Titulo II regula los seguros contra los daños y se divide en tres capítulos. El primero de éstos determina las disposiciones generales que rigen este título, definiendo conceptos como póliza estimada, suma asegurada, infraseguro y sobreseguro, y situaciones como la rescisión del contrato por transmisión del objeto, fallecimiento del asegurado, o la subrogación del asegurador. 
El Capítulo II de este Título se dedica a los seguros de daños en las cosas mientras que el Capítulo III se centra en los seguros de daños en particular, dividiéndose a su vez en siete secciones diferentes que se corresponden con los seguros de incendios y contra el robo, pérdidas pecuniarias, caución, crédito, responsabilidad civil, defensa jurídica y reaseguro. 

El Titulo III se dedica en exclusiva a los seguros de personas definiendo en su Capítulo I las disposiciones generales. El Capítulo II precisa la definición y tipos del seguro de vida, así como los conceptos y tipos de beneficiarios. En este Capítulo también se regulan aspectos relacionados con este tipo de seguro como la inexactitud de las declaraciones de los tomadores, los riesgos excluidos  o la cesión de la póliza. 
El tercer Capítulo de este Título detalla las peculiaridades del seguro de accidentes, como las comunicaciones, el supuesto de producción dolosa del accidente, o la determinación del grado de invalidez. 

El Capítulo IV define las características del seguro de enfermedad, el Capítulo V el de decesos,  y el Capítulo IV las del seguro de dependencia. 
Finalmente, la disposición adicional única admite el seguro de caución como forma de garantía ante de las Administraciones Públicas y demás organismos del Sector Público.

La disposición derogatoria enumera la normativa que deroga la aprobación del APL mientras que la Disposición final primera modifica la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del contrato terrestre de mercancías. 
Por último, las Disposiciones finales segunda y tercera determinan el titulo competencial y la entrada en vigor respectivamente. 
En el Anexo se detalla la información a facilitar por los tomadores de seguros, distinguiendo entre los casos de los seguros sobre cosas y personas diferentes a los seguros de vida, los seguros de vida, los seguros de decesos y los seguros de enfermedad.
III. OBSERVACIONES 

III.1. Observaciones generales
El APL, que viene a sustituir a la vigente Ley de Contrato de Seguro, introduce una serie de innovaciones y modificaciones en el régimen jurídico de dicho contrato.
En términos generales, se considera que el APL no plantea problemas de competencia en relación con los mercados de seguros ni afecta al comportamiento competitivo de los operadores en dichos mercados. 
En relación con el sector de los seguros, las cuestiones regulatorias más relevantes desde el punto de vista de la competencia se refieren a las condiciones de acceso y actividad, que ya fueron evaluadas en el IPN 54/11 sobre el Anteproyecto de Ley de Supervisión de Seguros privados,  y no forman parte del contenido del presente APL.
El APL objeto de informe se centra de una forma más específica en las relaciones contractuales del mercado de seguros, regulando determinados aspectos relativos al contenido del contrato de seguro, y, de una forma más concreta, los derechos y deberes tanto de los asegurados como de los aseguradores (por ejemplo, los deberes de información recíproca), todo ello orientado hacia una mayor transparencia, en beneficio de la protección de ambas partes.
La CNC considera que la matización del principio de libertad de pactos que supone el establecimiento de este contenido obligatorio en el contrato de seguros (algo que ya contempla la vigente Ley) resulta justificada, en particular teniendo en cuenta que una gran parte de la demanda de estos contratos procede de consumidores finales y que en todo caso no parece susceptible de afectar a la dinámica competitiva del mercado. 
La justificación que subyace a la intervención regulatoria en relación con el contenido del contrato de seguro se basa en la presencia de fallos de mercado dentro de este sector, tanto para los asegurados como para los aseguradores, derivados de la existencia de información asimétrica. En un mercado con información perfecta,  todos los agentes conocen antes de la realización del contrato toda la información necesaria, lo que les permite tomar sus decisiones  de precios y cantidades de un modo eficiente. Sin embargo, en los mercados en los que existe información asimétrica para todas o alguna de las partes, como es el caso del mercado de seguros, las asignaciones que se suelen derivar de los mismos suelen ser ineficientes. 

Esta información asimétrica dentro del mercado de seguros se materializa en dos fenómenos, los problemas derivados de la selección adversa y los derivados del riesgo moral. En primer lugar, la selección adversa implica que los asegurados pueden ocultar información a los aseguradores, a fin de que se cubran determinados riesgos que de otra forma no se cubrirían, como por ejemplo la condición de fumador cuando se quiere contratar un seguro de vida. Ante esta circunstancia, en el caso de que el seguro fuera voluntario, únicamente aquellos individuos que fueran conscientes de tener mayores probabilidades de sufrir el riesgo asegurado contratarían el seguro, mientras que si el seguro fuera obligatorio, serían las aseguradoras las que podrían perjudicar a parte de los asegurados, porque tendrían incentivos para para compensar situaciones como la antes citada aumentando las primas. 
El riesgo moral, por su parte, implica que una vez formalizado el contrato, el asegurado puede tomar unilateralmente decisiones que la compañía aseguradora desconoce y que, en caso de conocerlas, podrían inducirla a modificar los términos del contrato. En otras palabras, el asegurado, al saberse cubierto ante determinados riesgos, puede modificar sus actuaciones de forma que aumente  la probabilidad de que el suceso ocurra. 

A la anterior justificación general de la intervención regulatoria en el contenido del contrato de seguro, se une el hecho de que las innovaciones introducidas por el APL en la actual regulación parecen ser consecuentes con la finalidad de corregir los mencionados fallos de mercado.
Así, el APL trata de minimizar, en distintos puntos de su articulado, los perjuicios que la presencia de información asimétrica pudiera ocasionar a los agentes. En lo que respecta al riesgo moral, se incluyen el deber de declaración de riesgo (artículo 11, en particular su apartado tercero), el deber del tomador del seguro o del asegurado de comunicar las circunstancias que agraven el riesgo (artículo 12), la modificación o resolución del contrato de seguro por agravación del riesgo (artículo 13), y la  modificación o resolución del contrato de seguro por disminución del riesgo (artículo 14). Los problemas derivados de la selección adversa se tratan de minimizar a través de la inclusión del deber de declaración del riesgo (artículo 11) y, en relación con los seguros de vida, de la regulación de la  reticencia e inexactitud en las declaraciones de riesgo, y de la inimpugnabilidad y la declaración inexacta de la edad (artículos 19 y 80). 

En relación también con los objetivos anteriores en cierta medida, se confiere una mayor importancia a la fase precontractual, regulándose aspectos tales como la solicitud de información, que vincula al asegurador al mantenimiento de su oferta en un plazo de quince días (artículo 7). Asimismo, el APL define otros elementos beneficiosos para los consumidores como los requisitos de las condiciones generales y particulares del contrato de seguro (artículo 4), la información previa al contrato de seguro (artículo 8 y anexo), el contenido de la póliza de seguro (artículo 10),  las obligaciones y deberes de las partes (Capitulo III del Título I) o los intereses moratorios (artículo 21).
Por otro lado, también se incluyen disposiciones orientadas hacia la disminución de los riesgos del asegurador, tales como la definición más detallada de las obligaciones de las partes en la declaración de riesgo, el pago de la prima y las consecuencias de su impago (artículos 15 y 16), o la obligación de aminorar las consecuencias del siniestro (articulo18).
No parece, en definitiva, que con carácter general tales modificaciones sean susceptibles de afectar significativamente a la competencia en el sector de los seguros.
III.2 Comentarios relativos al seguro de decesos
El seguro de decesos es una modalidad cuya naturaleza y contenido se van a regular expresamente en nuestro ordenamiento jurídico mediante la futura Ley del Contrato de Seguro (LCS), en concreto en el art. 97 del APL. El seguro de decesos es aquel por el que el asegurador se obliga, dentro de los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a prestar los servicios funerarios cuando se produzca el fallecimiento del asegurado, o subsidiariamente a satisfacer su coste. 

Por la importancia que la correcta regulación de este seguro tiene para la competencia, se traen a colación las observaciones ya efectuadas por la CNC al respecto a propósito de su informe sobre el Anteproyecto de Ley de Ordenación del Seguro Privado (IPN 54/11).

En relación con la regulación de este seguro, la CNC ya ha manifestado su inquietud por determinadas conductas de las aseguradoras que, si bien no constituyen una infracción de la Ley de Defensa de la Competencia, pueden resultar perjudiciales para los consumidores porque dificultan el cambio de póliza de una aseguradora a otra, generando bolsas de clientes cautivos y desincentivando así la competencia entre aseguradoras por la captación de seguros de decesos de asegurados provenientes de sus competidoras
.
Con un ámbito más amplio, si bien parcialmente coincidente con estas preocupaciones de la CNC, los Ministerios de Economía y Hacienda y de Sanidad y Política Social publicaron un Estudio sobre los Servicios Funerarios en España en junio de 2010. En dicho informe, se plantean una serie de recomendaciones para garantizar la libertad de elección en caso de que se haya contratado un seguro de decesos, entre las que se incluían las siguientes:
1. Incorporar a la vigente reforma de la LCS:

· La regulación de esta modalidad como seguro de personas y su configuración como un seguro de prestación de servicios.

· La previsión de que la oposición a la prórroga del contrato sólo pueda ser ejercida por el tomador.

· Determinados deberes de información para esta modalidad.

2. Consagrar un modelo de libre elección del prestador funerario por los familiares del fallecido-asegurado de una póliza de decesos, mediante:

· La obligación de la aseguradoras de poner a disposición de sus asegurados la relación de prestadores funerarios de los que se sirven para cumplir las coberturas acordadas.

· La posibilidad de que los familiares del asegurado fallecido decidan encomendar la prestación del servicio a un prestador distinto de los ofertados por el asegurador.

3. La exigencia de que todas las nuevas pólizas de seguros de decesos tuvieran capital o suma asegurada.

4. La obligación de las aseguradoras de devolver a los herederos legales de los asegurados fallecidos la diferencia entre el capital o suma asegurada garantizada y el coste de la totalidad de los servicios funerarios prestados.

Aunque tanto el APL sobre Ordenación del Seguro Privado, como este APL del Contrato de Seguro, han recogido algunas de estas recomendaciones, por ejemplo el apartado 1
, el primer punto del apartado 2
, o el apartado 4
, otras siguen sin incorporarse en el articulado del APL objeto de este informe, al menos de forma clara. Este es el caso de la previsión expresa de que los familiares del asegurado fallecido decidan encomendar la prestación a un prestador distinto de los ofertados por el asegurador, dentro de los límites y condiciones de la libertad de elección que se establezcan en el contrato, y de la exigencia de que se concrete el capital o suma asegurada en las nuevas pólizas de seguros de decesos, suma que si bien se devolverá en el supuesto de que no se pueda realizar la prestación, no puede ser conocida con anterioridad a la ocurrencia de ese supuesto, lo que disminuye la utilidad para el asegurado de esa información a efectos de decidir un eventual cambio de aseguradora. 
La CNC aconseja que estos elementos se incorporen por fin al ordenamiento jurídico, bien al articulado de la futura Ley de Ordenación del Seguro Privado o bien al del presente APL, y que dicho ordenamiento fomente la suscripción de modalidades de póliza que faciliten una competencia activa en la captación de asegurados, mediante políticas comerciales de respeto a los derechos adquiridos conforme a la póliza vigente con otra aseguradora, tales como la posibilidad de un fácil traslado del capital asegurado de una aseguradora a otra. Ello eliminaría barreras al cambio de operador de manera sustancial, y contribuiría a fomentar la competencia entre las prestadoras de este seguro. También repercutiría positivamente en las condiciones de competencia en la prestación de servicios funerarios, no sólo en precios sino también en calidad.

� Disponible en http://www.dgsfp.meh.es/sector/documentos/Informes%202010/Informe%202010.pdf


� En particular, vid. Resolución de archivo del Consejo de la CNC de 19 de julio de 2010, (Expte. S/0204/09 Seguros de decesos).


� En este APL, art. 97.1 y 97.3.


� Contemplado en el APL sobre Ordenación del Seguro Privado


� En este APL,art. 97.2, segundo párrafo
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